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INTRODUCCIÓN 
 
 
 
El presente trabajo tiene como finalidad realizar análisis jurisprudencial sobre diversos 

pronunciamientos de las altas Corporaciones dentro del marco de celebración y ejecución 

del Contrato de Seguro, permitiendo al lector,  el conocimiento de los hechos que suscitan 

la decisión,  la identificación de las diversas posiciones que pueden resolver el asunto y la 

caracterización del problema jurídico que surge del litigio observado. 

 

La presentación de éste trabajo conlleva a determinar cuál es el problema jurídico que 

originó la controversia y en consecuencia, a definir de una manera precisa si es o no 

pertinente la de la decisión tomada en primera y segunda instancia y a analizar 

detalladamente la decisión en Casación tomando como precedente el respaldo doctrinario 

y la misma línea jurisprudencial que sobre el problema ha derivado varias posiciones. 

 

El análisis presentado se estructurará siguiendo la siguiente línea de trabajo.  Una vez 

realizada la lectura de cada sentencia, se hará  una identificación clara de la situación 

fáctica para cada caso, definiendo explícitamente el origen del litigio. Luego se considerará 

la posición de las partes involucradas, el pronunciamiento de los jueces de instancia y de 

la Corporación que decide en Casación y se harán un análisis detenido de la decisión final. 
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PRIMERA SENTENCIA 
 

Corte Suprema de Justicia. Sala Civil 
Septiembre 20 de 2013 
Expediente N°: 11001-31-03-027-2007-00493-01 

Magistrado ponente: Ruth Marina Díaz Rueda 
Demandante : Equidad Seguros Generales 
Demandando: Aseguradora Colseguros y Letratiempo S.A. 

Asunto: Acción de Subrogación.  
 

Pretensión del litigio:  
 
Equidad Seguros pidió que se declaren responsables solidariamente a las demandadas, 

por la indemnización en cuantía de CIENTO OCHO MILLONES QUINIENTOS SESENTA MIL 
PESOS M/CTE ($108.560.000) que la demandante le pagó a la Cooperativa de Lácteos 

Colanta, por el siniestro ocurrido el 1º de abril de 2005 ocurrido cuando bandas 
delincuenciales le hurtaron a ésta una mercancía, y en consecuencia, condenarlas a 
reintegrarle dicha suma, junto con la corrección monetaria e intereses moratorios desde el 

10 de diciembre de 2005 hasta cuando se satisfaga la prestación.  
 
HECHOS: 

 
PRIMERO: Cooperativa de Lácteos Colanta contactó a la empresa “Letratiempo S.A.” 

para que en la fecha inicialmente citada llevara de Medellín a Cali unos productos 
valorados en “$108.560.000”, lo que se hizo en el vehículo de placas TAD-566. 
 

SEGUNDO: La mercancía nunca llegó a su destino, porque según el conductor de la 
tractomula donde se transportaban, ese día fue “víctima de una banda de delincuentes 

que se llevaron tanto el automotor como la mercancía”.  
 
TERCERO: La mercancía se encontraba asegurada con la Equidad Seguros Generales 

O.C., quien frente a la reclamación presentada por la beneficiaria, pagó la suma de 
“$97’704.000” por concepto de indemnización.  

 
CUARTO: El automotor que transportaba la mercancía estaba amparado con póliza de 
transporte expedida por Colseguros S.A. cubriendo todos los riesgos inherentes al 

transporte. 
 
QUINTO: La Equidad Seguros, en virtud del derecho de subrogación reclamó a 

Colseguros quien hizo ofertas “irrisorias” (calificativo usado por el demandante)  a las 
pretensiones iniciales. 

 
SEXTO: Se inicia demanda ordinaria para obtener la indemnización que pago Equidad a 
su asegurada. En tanto, Aseguradora Colseguros S. A. contestó la demanda 

oportunamente, se opuso a las súplicas y en relación con los hechos aceptó haber 
celebrado con la empresa “Le Transportamos a Tiempo Ltda.” el contrato de seguro 

800001490, de cuyas coberturas dijo atenerse a lo pactado;  
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SÉPTIMO: Propuso la demandada como defensas las de: falta de legitimación en la causa 
activa, ausencia de la obligación de indemnizar por no demostración del riesgo asegurable, 

prescripción de las acciones derivadas del contrato de seguro y la “genérica (…) en caso 
de aparecer demostrada alguna circunstancia que constituya excepción de fondo”.  
 

Se justifica cada una de las excepciones propuestas así: 
 
 a). Falta de legitimación en la causa activa:  Señala la demandada que tanto, 

“Cooperativa de Lácteos Colanta”, como su aseguradora “La Equidad”, son terceros en la 
relación contractual existente entre “Letratiempo” y “Colseguros” y por ello, habiéndose 

suscrito una póliza de daños y no de responsabilidad civil, la indemnización no puede 
cobrarla directamente el propietario de la carga.  
 

b) Ausencia de la obligación de indemnizar por no demostración del riesgo : Según la 
demandada, el riesgo de la actora nunca se trasladó, por tanto,  la compañía aseguradora 

accionada no tiene por qué reconocerle a aquella ninguna suma, pues carece de interés 
asegurable respecto del “contrato de seguro” formalizado entre “Colseguros” y 
“Letratiempo”, sin que ésta y su “asegurador” hayan visto disminuido su patrimonio como 

consecuencia de la pérdida sufrida por “Colanta”. 
 
c) Prescripción de las acciones derivadas del contrato de seguro: La demandante dejó 

transcurrir más de dos años sin hacer uso de la acción ya que el siniestro ocurrió el día 1 
de abril de 2005. 

 
 
DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA: 

 
El Juzgado 27 Civil del Circuito de Bogotá, quien conoció del proceso en primera instancia 

definió el litigio acogiendo las pretensiones de la demanda y consecuentemente, ordenó a 
las demandadas pagar a la actora la suma de $97.704.000. que ésta le pagó a la 
Cooperativa Colanta Ltda como indemnización por la ocurrencia del siniestro junto con la 

corrección monetaria desde el 26 de mayo de 2009 hasta el pago de la obligación más los 
intereses moratorios. 

 
DECISIÓN DE SEGUNDA INSTANCIA 
 

Apelada la decisión por las accionadas, el tribunal centra su análisis en la existencia de los 
requisitos para ejercer la acción de subrogación. 
 

Afirma el Tribunal que el a quo ordenó acoger las pretensiones y no observó que a pesar 
de la libertad probatoria con que contaba el demandante, no demostró el contrato de 

seguro o póliza suscrita entre la Equidad Seguros Generales y Colanta que amparaba la 
mercancía de ésta. 
 

No podría entonces probarse el vínculo entre Equidad Seguros Generales y Colanta por 
confesión hecha por las convocadas, quienes al no ser parte de aquella convención, 

carecen del poder dispositivo del derecho, lo que de contera dejaba sin demostrar el pago 
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válido, máxime cuando las accionadas no pueden aceptar o confesar haber recibido para 

el patrimonio de Colanta y la copia simple de la autorización para la cancelación del 
siniestro incorporada a los autos, no sirve para ese propósito, al carecer del visto bueno 

de la Cooperativa lechera indicante de un pago liberatorio.  
 
 

DEMANDA DE CASACIÓN 
 
La accionante formuló tres (3) reproches frente al fallo del ad quem, los dos primeros 

cimentados en la “causal primera”, vía indirecta, el inicial por error de hecho en la 
valoración de los medios de persuasión, el otro por yerro iure al no decretar pruebas de 

oficio, y el último fundado en el segundo motivo, por inconsonancia, los cuales se 
resolverán iniciando por éste que denuncia error de actividad y luego con aquellos, en el 
orden planteado. 

 
CONSIDERACIONES DE LA CORTE. 

 
Para la Sala, en relación con el parecer del impugnante, señala que es doctrina de la Corte 
que “la acción subrogatoria prevista en el art. 1096 del Código de Comercio, (…) según la 

jurisprudencia de esta Corporación requiere la presencia de los siguientes requisitos: a) 
Existencia de un contrato de seguro; b) un pago válido en virtud del referido contrato; c) 
que el daño producido por el tercero sea de los cubiertos o amparados por la póliza y, d) 

que una vez ocurrido el siniestro surja para el asegurado una acción contra el responsable. 
 

Indica que el censor estima incongruente la determinación del ad quem puesto que las 
demandadas no desconocieron la calidad de subrogataria de la accionante y por tanto, al 
Tribunal no le era dable cuestionarla, pero como lo hizo debió declarar de oficio que ésta 

carecía de legitimidad y al no proceder de esa manera, emitió un fallo inhibitorio y decidió 
“contra petita”, lo cual viabiliza la proposición del cargo. 

 
Informa la Sala que, al contrastar los hechos, pretensiones y defensas esgrimidas, con la 
parte resolutiva de la sentencia acusada, se advierte que si lo buscado en el libelo 

incoatorio era declarar responsables solidariamente a las demandadas de la indemnización 
que la actora sufragó a la “Cooperativa de Lácteos Colanta” por el siniestro en que ésta 

perdió la mercancía que tenía asegurada con aquella y en consecuencia, obligadas a 
reintegrarle el monto indemnizado, y esas súplicas fueron desestimadas por la aludida 
Corporación al revocar el fallo del a quo que las había acogido, entonces, el sentenciador 

de segundo grado no incurrió en el error de actividad denunciado, puesto que dejó 
integralmente definido el pleito, aunque de manera adversa al proponente, lo que en 
antítesis, liberó a las accionadas de los cargos formulados en su contra. 

 
Señala la Sala que el censor le endilga error de derecho al sentenciador de segundo 

grado, porque no decretó “pruebas de oficio” tendiente a determinar si a “Colanta” se le 
había pagado el siniestro y en qué cuantía.  
 

Finalmente, anota la Sala que no se ajusta a la realidad la apreciación del impugnante 
respecto de que al haber decidido en la forma como lo hizo el ad quem terminó  emitiendo 

sentencia inhibitoria, puesto que ello no aconteció. El Tribunal decidió de fondo, luego de 



6 

 

encontrar que “la relación procesal se ha construido en legal forma y no se observa vicio 

en la actuación, por tanto no existe impedimento procesal para fallar de fondo”, lo que 
indica que al no echar de menos ningún presupuesto del juicio que le impidiera definirlo, 

procedió a la emisión de la decisión final desestimatoria de las súplicas de la demanda, por 
no encontrar demostrado, se repite, el “contrato de seguro” y el “pago válido”, 
determinación que jamás puede adjetivarse de “inhibitoria”. 

 
 
DECISIÓN DE LA CORTE. 

 
No casar la sentencia proferida por el tribunal dentro del litigio instaurado por Equidad 

Seguros Generales contra Aseguradora Colseguros y Letratiempo S.A. 
 
PROBLEMA JURÍDICO:  

 
El asunto que debe entrar a examinarse es: 

 
“LA CARGA PROBATORIA EN EL EJERCICIO DE LA ACCIÓN DE SUBROGACIÓN.” 
  

¿Quién paga la indemnización tiene la posibilidad de ejercer su acción subrogatoria contra 
el responsable del daño, y para tal efecto tiene libertad probatoria para demostrar la 
existencia del contrato de seguro y el pago realizado? 

 
Es pertinente iniciar el estudio con el significado de la palabra subrogar  que es sinónimo 

de cambio, sustitución. Según el artículo 1666 del Código Civil “la subrogación es la 
transmisión de los derechos del acreedor a un tercero, que le paga.” En el ámbito del 
seguro, en virtud de la subrogación el asegurador sustituye al asegurado en el ejercicio de 

las acciones o derechos que tendría éste contra los terceros causantes del accidente o 
siniestro, con el fin de poder recuperar de ellos la cantidad por la que civilmente deberían 

responder a consecuencia de los daños producidos, cuya indemnización, en virtud de la 
póliza de seguro, ha corrido inicialmente a cargo de la aseguradora 
 

A este respecto, la doctrina se ha pronunciado de la siguiente manera1: 
 

“En virtud del pago de la indemnización, el asegurador hasta la concurrencia del importe 
de lo pagado, sustituye al asegurado en los derechos y acciones contra los responsables 
del siniestro, la que obra por el ministerio de la ley y sin que sea menester declaración 
alguna por parte del asegurado o beneficiario, pues basta que se indemnice a la luz del 
respectivo contrato de seguro para que se produzca la subrogación” 
 
Entonces, si la subrogación tiene como requisitos el pago de la indemnización y la 
existencia de un contrato de seguro, debe presumirse la observancia de estos dos 

elementos considerando que el primero está sometido al cumplimiento de la prestación 

                                                             
1 López Blanco Hernán Fabio. Comentarios al Contrato de Seguro. Quinta Edición 2010. Dupré Editores. Bogotá p.257. 
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debida y el segundo a que el contrato de seguro por medio del cual actúa el subrogatario 

es un contrato válido. 
 

En tanto, quien ejerce la acción a través de un proceso ordinario, debe demostrar con  la 
póliza, la existencia del contrato de seguro y con el comprobante de pago la realización de 
la compensación en favor de su asegurado. Estos, como lo menciona el Profesor López 

Blanco, no son requisitos para presentación del proceso declarativo pero sí constituyen la 
estructuración probatoria dentro de la respectiva etapa. Es decir, el juez de conocimiento 
no podría rechazar la demanda cuando observe la ausencia de los documentos señalados, 

sin embargo, para que puedan prosperar las pretensiones formuladas y en virtud de la 
carga de la prueba, que en este caso corresponde al demandante, es indispensable que se 

alleguen al proceso para que el juzgador, dentro de su sana crítica, las tenga en cuenta en 
la etapa pertinente.  
 

Es importante traer a colación lo mencionado por el Tribunal Superior del Distrito Judicial 
de Bogotá en sentencia proferida el día 14 de Julio de 2010 M.P. Marco Antonio Alvarez 

Gómez, donde se determina con precisión: 
 
 “ Se sabe que para el buen suceso de la pretensión subrogatoria formulada 
por el asegurador, al amparo del artículo 1096 del C. de Co., es indispensable que 
este demuestre (a) la existencia del negocio aseguraticio del cual despuntó su 
obligación de cancelar la indemnización, pues, como lo sostiene la doctrina 
especializada, “la subrogación asegurativa sólo encuentra su origen legal en el 
contrato de seguro”1; (b) un pago válido de la indemnización a cargo del 
asegurador que haya sido el resultado del cumplimiento de su deber de prestación, 
efectuado con apego a las condiciones generales y particulares del contrato y, (c) 
que el daño ya indemnizado, en virtud del contrato de seguro, sea imputable a la 
responsabilidad de una persona distinta del asegurado, es decir, que de lugar a 
una acción de responsabilidad civil por parte de éste, la que puede ser de 
naturaleza contractual o extracontractual, según exista o no una relación de tipo 
negocial entre el tercero y el asegurado” 

 
 
De lo anterior se desprende,  que el pago, para accionar en subrogación, debió probarla el 

demandante con cualquier medio documental probatorio que demuestre que la 
indemnización ingresó a las arcas del asegurado y es esa situación la que determina el 
nacimiento  del derecho del asegurador para iniciar su acción en contra del responsable 

del daño. 
 
Así mismo, al ejercer la acción de Subrogación contra el responsable, es necesario que el 

demandante demuestre también el hecho dañoso y el monto del perjuicio causado debido 
a que, para que ejerciera su obligación condicional de indemnizar, tuvo que verificar éste 

supuesto. No es dable asumir que por el solo hecho de la subrogación, el juez tenga que 
dar como sentados esta situación. 
 

Entonces y a la luz de la sentencia analizada, es evidente que la decisión de la Corte así 
como la del Tribunal se ajustan a derecho como quiera que no estaba demostrada la 

existencia de un contrato de seguro así como el pago realizado al asegurado para que se 
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naciera en el asegurador la posibilidad de subrogarse en sus derechos. Puede que si 

existieran estas pruebas, pero quien tenía que hacerlas valer dentro del proceso no las 
allegó y por tanto no podría presumirse sobre la existencia de ellas o lo que es peor con 

una confesión efectuada por el demandado quien carecía de fundamento para corroborar  
su presencia dado que le era imposible conocer por un lado si la indemnización fue 
pagada pues no tenía alcance a los estados financieros del asegurado para conocer este 

hecho y por otro lado la existencia de un contrato de seguro entre Equidad Seguros 
Generales y Colanta en tanto no hacia parte de la relación contractual y por ello no podía 
deponer sobre ella. 

 
En conclusión, el demandante en ejercicio de la acción de subrogación puede disponer de 

cualquier medio probatorio siempre y cuando sea pertinente, conducente e idóneo y 
demuestre, sin lugar a duda o a apreciaciones equivocas, la existencia de un contrato de 
seguro, el pago efectivo realizado a su asegurado y finalmente la existencia de 

responsabilidad del tercero demandado. 
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SEGUNDA SENTENCIA 

 
Corte Suprema de Justicia. Sala Civil. 

Septiembre 30 de 2004 
Expediente: N°7142 
Magistrado ponente: Pedro Octavio Munar Cadena 

Demandante: WILSON LEON ARIAS 
Demandado: COMPAÑÌA DE SEGUROS COLMENA S.A. 
Asunto: Deberes y cargas y obligaciones dentro del Contrato de Seguro. 

 
Pretensión del litigio:  

 
Pago del siniestro con ocasión del hurto del vehículo asegurado, más el lucro cesante, 
reajuste originado por la pérdida del bien, daño emergente, intereses moratorios, perjuicio 

moral originado con la pérdida y la corrección monetaria. 
 

HECHOS: 
 
PRIMERO: La sociedad Aliadas S. A. le otorgó al demandante un préstamo por valor de 

$3.500.000, para adquirir una camioneta de carga, tipo furgón, de placas GQA 516, para 
cuyo desembolso la indicada sociedad suscribió el 10 de octubre de 1992 una póliza con la 
aseguradora demandada, en virtud de la cual "Aliadas S.A." asumió la calidad de tomadora 

y beneficiaria, y el demandante la de asegurado, póliza que cubría, entro otros, el riesgo 
de hurto del aludido vehículo, desde la fecha en que se concedió el crédito, amén que el 

automotor quedaría automáticamente amparado desde el momento que quedase por 
cuenta y riesgo del asegurado, a pesar que el certificado de seguro se expidiera con 
posterioridad. 

 
SEGUNDO: El 7 de junio de 1993, estando vigente la referida póliza, le fue hurtado el 

mencionado vehículo al asegurado Wilson León Arias Peña, habiendo aparecido días más 
tarde "desvalijado", razón por la cual fue llevado a reparación al taller señalado por la 
aseguradora, la cual, mucho tiempo después, el 4 de noviembre de ese año, le hizo saber 

al asegurado que le iba a pagar el automotor por considerar que el mismo había sufrido 
"daño total", para cuyo efecto aquél debía efectuar su traspaso.  

 
TERCERO:  Se entabla demanda ordinaria por parte del señor WILSON LEON ARIAS 
donde la aseguradora COMPAÑÌA DE SEGUROS COLMENA S.A, se opone a las 

pretensiones, acepta algunos hechos y propuso las excepciones que denominó “falta de 
legitimación en la causa por activa, “ ausencia de derecho y obligación”, “exclusiones 
generales” y “genéricas” 

 
DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA:  

 
Resolvió acogiendo las pretensiones de la demanda y condenó al pago a la demandada a 
pagar a la demandante la suma de $5.000.000.oo junto con los intereses moratorios 

liquidados a la tasa máxima. 
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La decisión fue recurrida por las dos partes. Por parte del demandante porque no se 

ordenó el pago de intereses moratorios y por parte del demandando porque según él no 
había lugar al pago del siniestro teniendo en cuenta las excepciones propuestas.  

 
 
DECISIÓN DE SEGUNDA INSTANCIA 

 
El Tribunal señaló que no había duda de la existencia de un contrato de seguro de daños 
en la modalidad de seguro por cuenta regulado en el artículo 1039 del Código de 

Comercio. 
 

Así mismo se encuentra acreditado el hurto del automotor el día 7 de junio de 1993 y 
recuperado tres días después. Éste hecho ocurre dentro de la vigencia de la póliza de 
seguros y crea para el asegurador su obligación condicional de pagar la indemnización, es 

decir, debe pagar la prestación asegurada.  
 

En cuanto al legitimado para reclamar la indemnización, señaló el Tribunal que a la luz del 
artículo 1042 del ordenamiento mercantil, el seguro por cuenta valdrá como seguro a 
favor del tomador hasta concurrencia del interés que tenga en el contrato y como 

estipulación en provecho del asegurado hasta concurrencia de su interés asegurable, en 
efecto, las personas llamadas a reclamar son el demandante señor Arias  y Aliadas S.A. 
 

En este caso se aprecia que la cosa asegurada se encuentra embargada por orden judicial, 
por tanto es dable aplicar lo dispuesto en el inciso 2, artículo 1101 del Código de 

Comercio, según el cual la indemnización a cargo del asegurador se subrogará a la cosa 
asegurada en los casos en que ésta se encuentre embargada o secuestrada judicialmente.  
En consecuencia, quienes demandaron judicialmente en otro proceso a Wilson León Arias 

pueden hacer efectivo su derecho sobre el valor de la indemnización a cargo de la 
aseguradora. Si fuere así, el señor Arias puede hacer el traspaso del bien en favor de la 

aseguradora cumpliendo cabalmente su obligación. 
 
Concluye el Tribunal que debe ordenarse el pago de la indemnización pero que el  mismo 

debe efectuarse a órdenes del juzgado que decretó el embargo del vehículo automotor 
asegurado. 

 
DEMANDA DE CASACIÓN: 
 

Se proponen cinco cargos los cuales se encuentran perfilados todos por la causal primera 
de casación y están encaminados todos a un mismo fin: Cuestionar la negativa del 
Tribunal a conceder los perjuicios reclamados por el actor y otorgar la calidad de 

obligación con cargo al asegurado, el hecho de hacer el traspaso para acceder a la 
indemnización. (Aplicación indebida del artículo 1609 del Código Civil y falta de aplicación 

de los artículos 870, 1045, 1077, 1078, 1080 y 1083 del Código de Comercio) 
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CONSIDERACIONES DE LA CORTE 
 

La Corte inicia su análisis señalando cual es la naturaleza jurídica de la reclamación y sus 
comprobantes en el contrato de seguro y en este sentido se indica que como 
consecuencia de la celebración del contrato de seguro surgen cargas, deberes y 

obligaciones para el tomador y/o asegurado. En ejemplo, el pago de la prima debe 
considerarse como una obligación a cargo del tomador y que a falta de ella no puede 
predicarse un vínculo jurídico. En cuanto a los deberes se encuentra el deber de actuar de 

buena fe en todas las fases de formación y ejecución del contrato y más concreto el deber 
de evitar la extensión y propagación del siniestro. 

 
Las obligaciones son exigibles judicialmente, los deberes no, pero ello no obsta para que 
se puedan imponer sanciones de diversa índole tras su desconocimiento. 

 
Existen también las llamadas  “cargas” que constituyen comportamientos que debe 

ejecutar un sujeto para alcanzar un determinado fin jurídico en beneficio propio. Se trata 
entonces de un “tener que” para “poder hacer” circunstancia que pone de presente la 
libertad de la que dispone el individuo para realizar un conducta de la que él espera, solo 

que de no efectuarla no podrá ejercer el derecho o la facultad que depende de la 
satisfacción de la carga. 
 

Dentro del contrato de seguro, la formulación de la reclamación junto con los 
comprobantes constituye una carga que se impone al asegurado para que obtenga una 

indemnización una vez cumpla con los presupuestos indicados en el artículo 1077 del 
Código de Comercio. Una vez cumplido esto, el asegurador debe dar aplicación al artículo 
1080 del mismo ordenamiento que involucra la obligación de efectuar el pago dentro del 

mes siguiente a la fecha en que el asegurado o beneficiario le acredite aún 
extrajudicialmente su derecho. Vencido éste plazo, el asegurador reconocerá y pagará 

además de la indemnización el interés moratorio. 
 
No sobra precisar, en todo caso, que si bien el imperativo de conducta que le impone al 

demandante el ordinal 5° de la cláusula vigésima de la póliza, conforme al cual debe 
acompañar a la reclamación “el traspaso del vehículo a favor de la compañía (la 

aseguradora) en el evento de pérdida total”, no guarda estrecha relación con la carga 
legal que le atribuye el artículo 1077 del Código de Comercio de probar el siniestro. 
 

Aportar el documento que pruebe el traspaso del vehículo, como requisito previo para 
acceder a la indemnización, no está encaminada a satisfacer la pretensión del asegurado, 
pues su naturaleza es de diversa índole. Sin embargo, ésta estipulación dentro de las 

condiciones de la póliza no puede estimarse como una cláusula  ineficaz o irrelevante; por 
supuesto que nada impide a los contratantes que, en desarrollo de los postulados de la 

autonomía negocial, ajusten estipulaciones de ese temperamento, siempre y cuando, claro 
está, ellas no sean abusivas o limiten injustificadamente los derechos y acciones de alguno 
de ellos, particularmente de quien se adhiere a la articulación contractual que otro somete 

a su consideración. 
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Se refiere la Corte a otro punto de vital relevancia como lo es la subrogación real en el 

contrato de Seguro y más a lo previsto en el artículo 1101 del Código de Comercio en el 
cual se preceptúa que la indemnización a cargo de los aseguradores se subrogará a la 

cosa hipotecada o dada en prenda para el efecto de radicar sobre ella los derechos reales 
del acreedor hipotecario o prendario.  Lo expresado en éste artículo se aplicará a los casos 
en que se ejercite el derecho de retención y aquellos en que la cosa asegurada esté 

embargada o secuestrada judicialmente. 
 
Esta clase de subrogación opera de pleno derecho sin que deba mediar anuencia del 

tercero acreedor, del asegurado o de la aseguradora, pues inclusive es aplicable cuando 
acaece contra su voluntad. Entonces, si la indemnización subroga la cosa asegurada 

embargada o secuestrada, la aseguradora no puede aducir existencia de la medida 
cautelar como excusa para abstenerse de satisfacer la prestación. 
 

Hace referencia la Corte en lo que tiene que ver con el traspaso y señala que tal trámite 
debe entenderse como carga en cabeza del asegurado consistente en entregar la 

documentación que fuese necesaria para que, una vez liberado el vehículo por haber sido 
sustituido por la indemnización, aquella podría efectuar los trámites necesarios para 
obtener la “tarjeta de propiedad” del mismo.  

 
Finalmente la Corte señala que el tribunal yerra cuando tilda que el asegurado incurrió en 
mora al no cumplir con la carga de hacer el traspaso, pues la mora presupone que exista 

una obligación cuya inejecución le pueda acarrear perjuicios al acreedor, al paso que el 
comportamiento que del asegurado aquí se exige no es una obligación, sino es una carga, 

es decir una “necesidad práctica” para alcanzar un propósito específico. 
 
Como consecuencia del incumplimiento de la obligación a cargo del asegurado, la 

aseguradora podría, en aplicación del artículo 1078 del Código de Comercio y conforme a 
las condiciones generales de la póliza número 38755, descontar el valor de los perjuicios 

causados por este incumplimiento , sin embargo, la aseguradora no alegó perjuicios, por 
tanto no era concebible que los descontará y mucho menos que excusará el no pago de la 
indemnización por el incumplimiento de la carga del asegurado de hacer el traspaso.  

 
Es así como la cláusula de la póliza debe ser entendida en consonancia con lo dispuesto 

en el artículo 1078 para colegir que la deducción de la indemnización a la que allí se alude, 
solamente tiene lugar en cuanto el asegurado incumpla las obligaciones que le 
corresponden pero no cuando se abstiene de atender a una carga como lo es la entrega 

de la documentación referida para hacer el traspaso. 
 
En las anteriores condiciones, la Corte no CASA la sentencia proferida por el Tribunal y en 

su defecto hay lugar a reconocimiento de la indemnización pero a órdenes del juzgado 
que decretó la medida cautelar de embargo sobre el bien asegurado.  
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PROBLEMA JURÍDICO:  

 
1.   CARGAS DENTRO DEL CONTRATO DE SEGURO Y SU EFECTO JURÍDICO.  

 
¿ La carga del asegurado siendo un acto de interés propio puede producir efectos 
hacia terceros y a su vez puede el asegurador no pagar la indemnización dentro del 

término del 1080 del código de comercio alegando el incumplimiento de la carga en 
cabeza del asegurado ? 
 

Existen notorias diferencias entre lo que es una obligación, un deber y una carga, a 
saber, la primera y la segunda suponen una desventaja para el titular y su 

consecuencia ante el incumplimiento es la indemnización de perjuicios, en tanto que la 
las cargas constituyen relaciones jurídicas pasivas que comportan una ventaja para el 
titular que debe ejecutarlas.   

 
Las cargas por lo general son impuestas por el asegurador en su propio beneficio y se 

encuentran contenidas en las condiciones generales de la póliza que al ser aceptadas 
por el asegurado o tomador tienden a surtir plenos efectos en cuanto a la observancia 
de los derechos que en ellas se incorporan. 

 
El profesor Barrera Tapias ha hecho propuesto una argumentación clara para 
diferenciar entre los conceptos de obligación deber y carga, a saber: Obligación: Es la 

relación jurídica entre sujetos determinados de derecho, acreedor y deudor en virtud 
de la cual, el segundo debe realizar una prestación para satisfacer un interés legítimo y 

serio del primero. Deber: Protege y promueve un interés general en forma directa e 
inmediata, aunque indirectamente pueda llegar a proteger intereses particulares y 
Carga: que comporta un beneficio particular a su ejecutor cuya finalidad es una 

consecuencia positiva. 2 
 

A la luz del derecho del consumidor3, el asegurado puede alegar que algunas de estas 
cargas pueden constituir violación directa a sus derechos y oponerse a su ejecución o 
alegación por parte de la aseguradora. Sin embargo y como lo demuestra la 

experiencia, el asegurador puede alegar que el contrato es ley para las partes y dada 
esta connotación debe atenerse a lo contenido en él. En este sentido se pronuncia la 

presente sentencia indicando con total acierto. 
 

 “Por supuesto que nada impide a los contratantes que, en desarrollo de los 
postulados de la autonomía negocial, ajustes estipulaciones de ese temperamento, 
siempre y cuando, claro está, ellas no sean abusivas o limiten injustificadamente 
los derechos y acciones de alguno de ellos, particularmente quien se adhiere a la 
articulación contractual que otro somete a su consideración. En tratándose de 
contrato de seguros  no le estaría dado a las aseguradoras por ejemplo, 

                                                             
2 Barrera Tapias, Carlos Barrera. El derecho de las obligaciones: concepto, clasificación, trasmisión y 
extinción. Editorial Universidad Javeriana. 2012. Bogotá. 

3 Ley 1480 de 2011. Estatuto del Consumidor. Artículo 42 al 44. 
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preestablecer cargas orientadas, malintencionada y abusivamente , al decaimiento 
del derecho asegurado a la indemnización de perjuicios, ni imponerle conductas 
excesivamente gravosas, ni les es permitido desfigurar la función económica del 
negocio, pues la incumbencia que ha de corresponder al asegurado debe encontrar 
siempre una plausible justificación.” 

 

Se denota entonces, que el incumplimiento de la carga del asegurado en lo que refiere 
al traspaso del vehículo automotor a la aseguradora, no puede considerarse como un 
requisito que deba cumplirse a la luz del artículo 1077 del Código de Comercio para 

que el asegurador cumpla con la obligación condicional de pagar la indemnización. 
Vale decir que para el caso en comento, la acreditación del siniestro y la cuantía se 

encuentran probados la primera con la denuncia del hurto y la segunda con los recibos 
de compra del bien asegurado, por ende, otro tramite que resulta dispendioso para el 
asegurado no puede ser un limitante en el pago de la indemnización. 

El traspaso de un vehículo automotor se realiza para transferir la propiedad y derecho 
de dominio del bien a otra persona y su tradición debe hacerse por el procedimiento 

regulado en la Resolución 004775 de 2009. En este entendido, si el asegurador 
pretende que previo al pago de la indemnización el asegurado realice el traspaso del 
vehículo asegurado, podría predicarse que el asegurador se está enriqueciendo 

injustificadamente sin haber aceptado la obligación de indemnizar por el siniestro.  

Es necesario presentar el alcance jurisprudencial en éste asunto.  

  “Concreta el error del tribunal en condenar a la aseguradora 
a pagar la indemnización por el siniestro sin que previamente se hubiese 
realizado el traspaso del salvamento a su favor. Cuando el casacionista 
refiere a que el pago de la indemnización ha de hacerse una vez cumplidos 
todos los trámites de la reclamación, y que para que ésta exista 
formalmente se debe efectuar el traspaso del vehículo, no está haciendo 
cosa distinta a plantear una interpretación que carece de fuerza para 
derribar la presunción de acierto que reviste al fallo del ad quem. Como 
ejemplo de tal debilidad se puede citar la inconveniencia de hacer un 
traspaso con anterioridad a que la aseguradora acepte la reclamación y en 
aras de formalizarla, puesto que en múltiples ocasiones ésto conduciría al 
exabrupto de haber transferido el asegurado parte de su patrimonio a la 
aseguradora, sin que ésta acepte la obligación de indemnizarlo por el 
siniestro, luego, en este estadio sí se configuraría un enriquecimiento 
injustificado a favor de aquella y en perjuicio de éste. 

En idéntico sentido, en tratándose de toda duda, ambigüedad, oscuridad o 
contradicción de las cláusulas de un negocio jurídico cuyo articulado redacta 
una parte, el ordenamiento impone su interpretación en contra de quien las 
estipuló y a favor de quien las aceptó (Verba contra stipulatorum 
interpretanda sunt o contra proferentem, artículo 1624 Código Civil); E. 
Betti, Teoria generale della interpretazione, II, Milano, 1955;  Bigliazzi Geri, 
Note in tema di interpretazione secondo buona fede, Pisa, 1970; ID., 
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L’interpretazione del contratto, in Il codice civile – Commentario, diretto da 
Schlesinger, Milano, 1991), por lo que en la hipótesis litigiosa, itérase la 
necesidad de despejar las ambigüedades del contrato de seguro a favor de 
la parte adherente, de donde, aún referidas las distintas cláusulas a iguales 
supuestos fácticos, palmaria es la discordancia entre unas y otras, pues 
hacen referencia en veces a un “traspaso” previo a la indemnización 
(19.1.5) y en otras a una indemnización como antecedente del “traspaso” 
(16), conduciendo tal choque de las disposiciones contractuales, a aplicar la 
interpretación que beneficia al asegurado, esto es, a la que señala que el 
pago de la indemnización antecede al traspaso del salvamento.”4 

En consecuencia y dadas las consideraciones esbosadas, no puede considerarse el 

traspaso como una obligación que genere efectos jurídicos como lo es la no 
indemnización por la ocurrencia del riesgo asegurado, queda claro que el traspaso es 
un CARGA que no debería generar sino efectos propios a quien no la ejerza, ahora 

bien, de realizarse en traspaso a la luz de las condiciones generales de la póliza en un 
contrato de adhesión, considero que este debe hacerse con posterioridad a la 

indemnización, ya que de hacerse con antelación sin que se haya definido el pago del 
siniestro, el asegurador estaría enriqueciéndose desmejorando  sin causa justificable el 
patrimonio del asegurado. 

Si el asegurador no cumple con su obligación de pago dentro del término legal 
establecido (artículo 1080 del Ccio), debe reconocer además de la indemnización el 
interés moratorio o la indemnización de perjuicios, nunca puede alegar el no pago 

porque el asegurado incumplió una obligación pues de ser así, debe acudir a lo 
señalado en el artículo 1078 en el sentido de descontar de la indemnización el perjuicio 

causado, más no demorar o abstenerse de pagar el siniestro. 

2. RECONOCIMIENTO DE INTERESES MORATORIOS Y/O PERJUICIOS EN 
APLICACIÓN DEL ARTICULO 1080 DEL CODIGO DE COMERCIO CUANDO EL BIEN 

ASEGURADO SE ENCUENTRA EMBARGADO O SECUESTRADO. 
 

¿ Si el bien asegurado se encuentra embargado y/o secuestrado, el asegurador 
puede exonerarse de pagar intereses moratorios o perjuicios causados como 
consecuencia de la mora en el pago de la prestación debida ? 

 
En este sentido debe indicarse que aún cuando el bien asegurado se encuentre 

embargado o secuestrado, si el asegurador demora el pago de la indemnización sin 
importar a quien deba hacerlo, debe reconocer los intereses moratorios causados o 
la indemnización de perjuicios pues no hay justificación que haya impedido hacer 

el pago en tiempo oportuno.  
 
El asegurador conoce de la medida cautelar y una vez conozca de la reclamación 

del asegurado por ocurrencia del siniestro, su deber es informar al asegurado 

                                                             
4 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. M.P. William Namen Vargas. Exp 05001-3103-013-2000-

00414-01. 06 de Julio de 2009. 
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sobre la medida y pagar la indemnización en cumplimiento a lo dispuesto en el 

artículo 1101 del Código de Comercio. Si reconoce su obligación de pago por fuera 
del tiempo, en necesario que se le obligue a reconocer los intereses moratorios o la 

indemnización de perjuicios. 
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TERCERA SENTENCIA 

   
Corte Suprema de Justicia. Sala Civil. 
Octubre 13 de 1995 

Expediente: N°3986 
Magistrado ponente: Héctor Marín Naranjo 
Demandante : COMPAÑÍA DE SEGUROS ANTORCHA  

Demandado: Compañía de Vigilancia y Seguridad Tequendama quien a su vez llamó en 
garantía a Seguros del Estado. 

 
Pretensión del litigio:  
 
Condena  a la demandada a pagar a la demandante, en calidad de subrogataria legal de la 
perjudicada, la cantidad de $5.895.155,oo, junto con su corrección monetaria desde el 7 de 
junio de 1985, valor que pagó por concepto de indemnización, además de los perjuicios 
causados por la mora en el pago, los cuales serían tasados en el proceso. 

  
HECHOS 

 
PRIMERO: Laboratorios Librapharma contrató con la empresa demandada el servicio de 
vigilancia de sus oficinas, a pesar de lo cual, el día 11 de marzo de 1985, fueron objeto de 
un robo por parte de desconocidos. 

SEGUNDO: Laboratorios Librapharma, desde cuando se denominaba WALTER HELD -
División Farmacéutica  Grunenthal,  había contratado con la compañía de Seguros Antorcha 
una póliza de seguro por sustracción con violencia que amparaba todos los bienes de la 
empresa contra el mencionado riesgo, póliza que se había renovado para el período 
comprendido entre el 16 de enero de 1985 al 16 de enero de 1986 mediante el certificado 
No.13743. 

TERCERO: En cumplimiento de tal pacto, la sociedad demandante pagó el 7 de junio de 

1985 a Laboratorios Librapharma la cantidad de $5.895.155,oo, suma a la cual ascendieron 
las pérdidas causadas por el siniestro, subrogándose, subsecuentemente, en los "derechos" 
de la sociedad asegurada frente a los terceros responsables.  

 

CUARTO:  El demandado en su contestación negó algunos de los hechos que sustentan la 
demanda y adujo desconocer la mayoría, propuso algunas excepciones y llamó en garantía 
a SEGUROS DEL ESTADO S.A., con quien había suscrito una póliza de seguro de 
Responsabilidad Civil Extracontractual, dentro de cuyos amparos entendía que se 
encontraba cubierto el hurto de objetos sometidos a su vigilancia. 

  

DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA:  

El Juzgado del conocimiento puso fin a la primera instancia con sentencia desestimatoria de 
las pretensiones de la demanda, decisión que fue apelada por la demandante. 
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DECISIÓN DE SEGUNDA INSTANCIA:  

 
El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Santafé de Bogotá, al cual correspondió resolver 
la alzada revocó la providencia recurrida y en su reemplazo declaró a la demandada 
civilmente responsable del perjuicio, condenándola al pago de la suma de $5.895.155,oo,  
correspondiente a la indemnización que la actora tuvo que solventar más las costas del 
proceso. Así mismo, eximió de toda responsabilidad a la aseguradora llamada en garantía. 

DEMANDA DE CASACIÓN: 

Parte demandada: 

Valoración indebida de las pruebas por parte del fallador de segunda instancia en lo que 
refiere a: 

a) Los testimonios el protocolo de vigilancia obrante en el proceso. 

b) Los elementos probatorios que según el demandado apuntan a desvirtuar la 
responsabilidad civil de la demandada dentro del siniestro presentado y la 
observancia de culpa a cargo de la dueña de los bienes perdidos. 

 
Los dos cargos invocados según criterio de la Corte NO PROSPERARON. 

 
Parte demandante: 

El único cargo propuesto por el demandante se centró en la siguiente argumentación: 

a) Sí bien el seguro tiene carácter indemnizatorio no puede constituir fuente de 
enriquecimiento, sin embargo, al ejercer la acción de subrogación y solicitar el 

pago al responsable del daño hasta el importe de la suma pagada es viable 
solicitar sobre este valor la corrección monetaria para actualizar el valor a tiempo 
presente, es decir al día en que se realizó el pago.  

Para la Corte el cargo único no prospera. 

 
CONSIDERACIONES DE LA CORTE 

 

En forma reiterada ha sostenido la jurisprudencia de la Corte que la expresión "...hasta 
concurrencia del importe..." a que alude el artículo 1096 del Código de Comercio, debe 
interpretarse a la luz de lo dispuesto en el artículo 27 del Código Civil, razón por la cual no 
puede tener un alcance distinto al que señala su tenor literal. La razón de ser de este 
precepto estriba en el carácter indemnizatorio de esta especie de contrato, motivo por el 
cual no puede ser fuente de ganancias o de riqueza. 

Cuando por presentarse el siniestro - ha dicho esta Corporación- la compañía aseguradora 
cubre el valor de la respectiva indemnización, por ministerio de la ley, o sea, sin 
concurrencia de las partes contratantes, el asegurador se subroga en los derechos del 
asegurado indemnizado contra el autor del daño, pero solo hasta el valor de la suma 
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pagada, como quiera que al respecto establece la ley que 'el asegurador que pague una 
indemnización se subrogará, por ministerio de la ley y hasta concurrencia de su importe, en 
los derechos del asegurado contra las personas responsables del siniestro` (artículos 1096 
y 1121 del Código de Comercio.  
 
Como ha sido rector en materia de seguros que este contrato no puede ser fuente de 
ganancias y menos de riqueza, sino que se caracteriza por ser indemnizatorio (artículo 
1088 Código de Comercio) es apenas obvio que circunscriba el derecho del asegurador 
que ha pagado el valor del seguro a obtener, del autor del daño apenas el monto de la 
suma pagada y no una cantidad superior" (Cas. 22 de enero de 1981. G.J. CLXVI, 
pág.156). 
 
La Corte no casa la sentencia y determina que es improcedente reconocer la corrección 
monetaria además de la indemnización dentro de la acción de subrogación. 
 
 
SALVAMENTO DE VOTO. 
 
El Dr Javier Tamayo Jaramillo salva el voto de la sentencia con base en las siguientes 
argumentaciones: 
 

 

a) Con el pago de la indemnización,  nace para el asegurador el derecho de recobrar      
lo pagado al responsable y causante del daño.  

b) Debe tenerse en cuenta, que el artículo 1096 del Código de Comercio consagra la 
subrogación de “LOS DERECHOS” del asegurado, en favor del asegurador, lo que 
quiere decir que si el asegurado tenía derecho a que su indemnización se corrigiera 

monetariamente, ese crédito pasa al patrimonio del asegurador con ese mismo 
beneficio.   

c) No existe un enriquecimiento sin causa cuando se pretende cobrar la corrección 

monetaria, solamente al asegurador se le está manteniendo el valor intrínseco a la 
indemnización que recibió el asegurado y que, en virtud de la subrogación, ahora 

pretende ser recuperada por el asegurador contra el tercero responsable.   
d) Concedida la corrección monetaria al asegurador subrogado, el equilibrio 

patrimonial es perfecto, pues el responsable paga el valor intrínseco exacto del 

daño, lo que significa que no se empobrece injustamente en favor del asegurador; 
el asegurado queda completamente indemnizado por el seguro y por el 

responsable y, finalmente, el asegurador recibe exactamente el mismo valor 
intrínseco que pagó al asegurado con motivo del siniestro, lo que significa que no 
se enriquece injustamente a costa del responsable del daño.  

e) El asegurador tiene derecho a la corrección monetaria en caso de producirse la 
subrogación o en caso de mora del asegurado en el pago de la prima e igualmente 
el asegurado tiene derecho a esa corrección en caso de que el asegurador no 

pague oportunamente el valor del siniestro.  En efecto y tratándose de un seguro 
de responsabilidad civil, el asegurador se niega a pagar el seguro mientras no haya 

una sentencia condenatoria contra el asegurado, éste tiene derecho a cobrarle al 
asegurador la corrección monetaria por la desvalorización de la moneda ocurrida 
desde el momento en que la víctima le reclama judicial o extrajudicialmente, hasta 
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el momento en que el asegurador le reembolse el valor de la indemnización 

pagada al perjudicado.  
 

PROBLEMA JURÍDICO 
 

“LIMITE DE LA SUBROGACIÓN” 
 

A la luz del artículo 1096 del Código de Comercio, el asegurador que pague una 
indemnización tiene la facultad de subrogarse SOLAMENTE hasta la concurrencia del 
importe pagado? Qué sucede si en ejercicio de ésta acción y luego de un juicio ordinario 

donde se condene al responsable del daño, el pago sea efectivo varios años después del 
pago inicial de la indemnización del asegurador al asegurado? 
 

De cara a este asunto, el Doctor Hernán Fabio López Blanco en su obre “Comentarios al 
Contrato de Seguro” ha señalado : 

 
“Ciertamente, en todos aquellos casos en los cuales el valor de la indemnización 
resulta inferior al perjuicio ocasionado por el responsable del siniestro, a causa de 
que la subrogación tan solo habilita al asegurador para recobrar hasta el importe 
de lo por él pagado, resulta claro que el excedente del perjuicio no cubierto por el 
seguro se mantiene cabeza del asegurado el derecho a obtener el resarcimiento 
completo del daño patrimonial que sufrió, está aquí la razón por la que en tales 
casos existe bifurcado el derecho de acción, así provenga de un mismo y único 
siniestro. (…)” 

 

Si se adelanta un proceso ordinario en ejercicio de la acción de subrogación es viable 
realizar el cobro de intereses moratorios y/o corrección monetaria, como perjuicios por el 
no oportuno pago de lo pedido o en su defecto la cancelación pero con el valor 

actualizado al momento del pago. Es así, que el Dr Lopez Blanco señala que en las 
demandas ordinarias, el artículo 90 del C. de P.C. contempla la destacada disposición de 
tener la demanda como requerimiento para efectos moratorios, en caso de que no haya 

operado antes de otra manera. 
 

El tratadista López Blanco hace referencia al pronunciamiento de la Corte Suprema de 
justicia del 6 de agosto de 1985 que sobre el asunto señala5: 
 

  “Ahora en orden de precisar los alcances de la subrogación legal que 
consagra el artículo 1096 del C de Co ha de tenerse en cuenta que la 
indemnización que paga el asegurador estará determinada por el valor del daño 
determinado en el siniestro, avaluado el momento de su ocurrencia e 
indemnizando en términos del contrato, lo cual excluye desde luego los intereses o 
perjuicios moratorios que el artículo 1080 impone al asegurador en su caso, pues 
éstos desbordan el concepto de daño asegurado. La suma que limita el derecho al 

                                                             
5 López Blanco Hernán Fabio. Comentarios al Contrato de Seguro. Quinta Edición 2010. Dupré Editores. p.264. 
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asegurador “transmitido” ope legis por el asegurado es la del día de la 
indemnización, y a esta suma ha de quedar limitada también la responsabilidad del 
siniestro en tales circunstancias, considera la corte, resulta improcedente la 
pretensión de la compañía aseguradora en el sentido de que la condena a la 
empresa transportadora además del valor de la suma pagada a título de 
indemnización, comprenda también intereses comerciales de dicha suma, desde 
cuando se efectúo el pago” 

 
Según opinión del Profesor,  entra en equivocación la jurisprudencia indicada pues se 

observa que hay confusión entre los intereses moratorios o los perjuicios causados con la 
ocasión de la mora del asegurador en el pago de la indemnización que no tienen su causa 

en el contrato de seguro sino en su renuencia a indemnizar oportunamente, con los 
perjuicios causados por la conducta imputable al autor del daño que nada tiene que ver 
con el artículo 1080 del C de Co. 

 
Interpretar que tan solo tiene derecho a reclamar la suma idéntica a la que pagó se 

consideraría desnaturalizar la esencia de la institución económica de la inflación y en 
contravía se observará enriquecimiento por parte del causante del daño quién pagará una 
suma devaluada luego de varios años de litigio. 

 
A partir del año 2005 la Jurisprudencia inició una línea de rectificación y se empieza a 
reconocer la corrección monetaria.6 

 
 

“En consecuencia, le asiste a la doctrina y también al tribunal, cuando 
afirman que no conceder la corrección monetaria al asegurador, quien de 
ordinario recibe el importe respectivo años después del pago originario es 
lisa y llanamente auspiciar el enriquecimiento del responsable del daño 
quien se vería favorecido por esta vía sin justificación alguna” 

 
En concepto del año 2005, la Superintendencia Financiera también se ha pronunciado 
señalando que  es cierto que el asegurador, cuando paga la indemnización por la 

ocurrencia del siniestro, cumple con el deber de prestación que primigeniamente contrajo 
al asumir el riesgo amparado, a cambio del pago de una prima, en observancia del 

postulado de la buena fe -en su proyección objetiva-, rectamente entendida. Y es también 
cierto que, por regla, en esa relación contractual existe -debe existir- un equilibrio tal que 
le permita a la compañía de seguros, de acuerdo a los principios del "cálculo de 

probabilidades" y "previsión de lo imprevisible", no sufrir mengua con ocasión de dicho 
pago, a fin de poder explotar su objeto social en condiciones de normalidad y, por 
contera, satisfacer los intereses de la masa de asegurados, ratio medular de su actividad.  

Se refiere el organismo de control a la interpretación del artículo 1096 del Código de 
Comercio, desde la perspectiva del artículo 27 del Código Civil. Hermenéutica de la 

expresión "hasta concurrencia de su importe"  

                                                             
6 Corte Suprema de Justicia- Sentencia del 18 de mayo de 2005. M.P. Dr Carlos Ignacio Jaramillo: 
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“ (…) el derecho del asegurador es derivado -en el sentido que es el mismo que 
investía el asegurado-damnificado de cara al victimario- y, por tanto, en su 
esencia, no es ajeno al derecho que tenía aquel antes de ser resarcido por el 
primero en cumplimiento de las obligaciones que contrato en virtud del contrato de 
seguro (principio de identidad). Por eso, además, la compañía de seguros tiene 
circunscrito su derecho al valor de la indemnización que satisfizo, lo que llevó al 
legislador a precisar en la aludida disposición mercantil, que el límite que restringe 
el derecho de la entidad aseguradora se extiende "hasta concurrencia de su 
importe", expresión ésta que no se utilizó, de ninguna manera, para indicar que el 
derecho en cuestión tiene como frontera infranqueable la suma nominal que fue 
materia de reconocimiento ex contráctil, sino para evitar que por esa específica vía 
la compañía pueda ejercer -para sí- la acción indemnizatoria plena, procurándose 
un beneficio patrimonial que no le pertenece y que, además, está reservado 
privativamente a la víctima cuando el pago de la suma asegurada no repara 
íntegramente el daño, el que en este caso será superior, quedando a salvo la 
posibilidad de que el damnificado, judicial o extrajudicialmente, reclame la 
diferencia, todo como corolario del arraigado principio de reparación integral que 
informa la materia. (…) 

Por consiguiente, no se puede negar la corrección monetaria de la suma que debe 
cancelar el tercero al asegurador que ejerce la acción subrogatoria, so capa de una 
interpretación literal del artículo 1096 del Código de Comercio, pues tal suerte de 
entendimiento aisla la disposición del contexto normativo en que ella se encuentra 
y, en general, del conjunto de normas civiles y comerciales que gobiernan la 
materia, pasando por alto, como bien lo aseveró el togado Celso, que "es 
antijurídico juzgar o dictaminar en vista de alguna pequeña parte de la ley, sin 
haberla examinado detenidamente en su totalidad" (incivile est, nisí tota fege 
perspecta, una aliqua partícula eius proposita, iudícare vel responderé). Por lo 
demás, en guarda de una antigua y sapiente máxima, importa recordar que la letra 
mata y el espíritu vivifica (littera enim occidit, spirítus autem vivifícaf), todo lo cual 
hace predicar que una hermenéutica ceñida a la literalidad del texto, como lo ha 
observado esta misma Corporación, en diversas oportunidades, no se acompasa 
con los moderados postulados que signan la interpretación de la ley, muy otros a 
los que de antaño estereotipaban el llamado método exegético, máxime si con ella, 
por aferrarse desmedidamente al textum, se socava el derecho sustancial, norte 
éste que, sea acotado de paso, guía el derecho contemporáneo. “ 

Tras el estudio realizado al asunto, no existe norma expresa que prohíba al asegurador 
que se subroga realizar el cobro de los intereses moratorios y la corrección monetaria 

sobre el monto pagado, entonces tiene plena libertad de solicitarlos y el juez no podría en 
ningún caso negar esta pretensión que va ligada con la inoportunidad del pago requerido, 
como tampoco, interpretar literalmente lo preceptuado en el artículo 1096 del Código de 

Comercio.  
 

Se concluye entonces, que realmente el efecto de la corrección monetario sobre el valor 
de la indemnización debiera considerarse un derecho para quien ostenta la condición de 
demandante dentro de un proceso que pretenda recobrar, en virtud de la subrogación, el 

pago de la indemnización contra el tercero responsable y causante del daño y este evento, 
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en ningún caso, desdibuja el principio indemnizatorio del contrato de seguro ya que no 

constituye enriquecimiento sin causa para quien lo percibe. 
 

 
 
 

 
CONCLUSIÓNES GENERALES EN CUANTO A LA SUBROGACIÓN. 

 

 
1. La potestad de ejercer la acción de subrogación, otorgada al asegurador frente a 

terceros, está consagrada en la ley y opera de pleno derecho, sin que sea 
necesario ningún acto por parte del asegurado. 

2. La razón de ser de esta figura legal se concentra en sustituir al acreedor en su 

derecho contra el deudor. 
3. En cuanto a las condiciones de la acción tenemos dos requisitos: 

 
- El primero, netamente  procedimental, referente al momento en que la 

prueba del pago es aportada. El procedimiento civil en nuestra legislación 

es muy formal y rígido, en tanto, la prueba del pago debe ser aportada 
únicamente durante estas etapas para que sean tenidas en cuenta por el 
juez. 

- El segundo se refiere a la fecha del pago propiamente dicho, el cual debe 
ser anterior a la presentación de la demanda. 

 
4. El pago que se haga al asegurado para luego ejercer la acción de subrogación, 

debe ser un pago debido, es decir, que en los eventos en que el asegurador haga 

un pago al que no está obligado, no existe la posibilidad de cobrar las sumas 
pagadas. 

 
5. Es realmente procedente el cobro de la corrección monetaria en favor del 

demandante que ejerza la acción subrogatoria y pretenda el reembolso del valor 

pagado como indemnización en contra del tercero responsable.  
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